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PRESENTACIÓN


La Economía Pública constituye el núcleo del conocimiento económico del Sector Público. Es un área científica, con un ritmo sólido de crecimiento, que atrae a una población cada vez mayor de economistas a su estudio e investigación. Sus características peculiares y los temas de que trata, con tan larga tradición y estilo propio, la colocan en un lugar central de la Economía como ciencia social.


El crecimiento e importancia de los sectores públicos son causa de la atención con que se contemplan los problemas de la Hacienda Pública hoy en día. A la vez, las funciones de la economía pública se han abierto en amplio abanico desde la segunda mitad del siglo XX. La provisión de bienes públicos, dominio tradicional del Sector Público en las economías de mercado, ha pasado a ocupar un lugar secundario entre sus tareas. Los servicios públicos generales, por ejemplo, absorben por término medio algo menos de una quinta parte de los recursos públicos. La intervención pública en la economía ha aumentado fuertemente en la provisión pública de bienes privados, como la educación, la salud o la vivienda, en las tareas de mantenimiento o sustitución de rentas (subsidios de desempleo, pensiones, etc.) y, en menor medida, en las actividades económicas, sin dejar de lado la actividad empresarial pública o la regulación del funcionamiento de los mercados.


El análisis de los problemas suscitados por esta amplia actuación pública resulta apasionante. La Teoría tradicional de la Hacienda Pública, centrada en el estudio de la financiación del Sector Público, tiene ahora numerosos frentes. Tal es así, que actualmente es preferible denominar a esta materia como «Economía Pública».


Este manual de Economía Pública, que se presenta en dos tomos para su más fácil manejo, tiene como objetivo esencial:


— explicar, a un nivel intermedio, el conocimiento actual de los temas económicos del Sector Público,


y, como objetivos complementarios:


— incluir los resultados de la investigación realizada recientemente, y


— hacer referencia a la situación española y a su contexto económico e institucional.


Éstos son los rasgos diferenciales de la oferta pedagógica formulada en este libro. Hemos querido cumplir con el requisito del rigor científico, tanto en lo teórico como en el tratamiento de la investigación empírica, y añadir ejemplos, resultados aplicados y referencias a nuestro país. Además, para facilitar el estudio, todos los capítulos acaban con un resumen de los aspectos más importantes, unos temas de debate y unas referencias a lecturas adicionales. Igualmente, se incluyen numerosos ejercicios, con sus soluciones, para la mejor comprensión del texto.


El libro tiene dos tomos. En el primero, Economía Pública I, se incluyen los fundamentos de la materia y se estudia el gasto público. En el segundo, Economía Pública II, se recogen la teoría de la imposición, el análisis de los diversos impuestos y de otros ingresos públicos y el de la Economía Pública Internacional.


Los dos tomos que constituyen el libro pueden manejarse de formas diversas. Su contenido ofrece un curso de economía pública moderna que ha de abordarse con conocimientos matemáticos no avanzados. Se han cubierto los temas fundamentales de la Economía. Pública actual, incluyendo el estudio del gasto público y de su eficiencia, el del Federalismo Fiscal o el de la Economía Pública Internacional. Siguiendo el libro en su totalidad se logra realizar, con el esfuerzo personal necesario, un recorrido bastante completo y riguroso de los problemas hacendísticos del momento.


Otra manera de usar el libro, por ejemplo por quienes estén exclusivamente interesados en aspectos empresariales, sería la de combinar capítulos de los «fundamentos» de la Economía Pública (parte I) con algunos de los temas de gasto público (parte II) —todo ello en el primer tomo—, y centrarse en la Teoría de la Imposición y en el Sistema Impositivo (partes I y II del segundo tomo). Dentro de la Teoría de la Imposición, determinados puntos pueden resumirse yendo a los resultados concretos, sin entrar en el análisis, si se pretende plantear un curso más corto o con menor contenido analítico, o dejar tiempo para conocer, por ejemplo, la coordinación impositiva internacional.


Diferentes combinaciones de capítulos, o partes de los mismos, constituyen maneras distintas de enfocar el estudio de la Economía Pública y de organizar un curso sobre esta materia. El libro se ha pensado de forma que los diversos capítulos cubran globalmente las necesidades de la formación universitaria en economía pública.


EMILIO ALBI, JOSÉ MANUEL GONZÁLEZ-PÁRAMO
ROSA M. URBANOS E IGNACIO ZUBIRI


Mayo 2017
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FUNDAMENTOS




CAPÍTULO 1


EL ESTUDIO DE LA ECONOMÍA PÚBLICA


A lo largo del siglo XX, el crecimiento de la presencia del Sector Público en la economía ha sido espectacular. En los países desarrollados, el peso del gasto público se ha multiplicado por cinco, hasta alcanzar en promedio casi el 50 % del PIB.


De este total, cerca del 60 % es gasto social: pensiones, ayudas al desempleo, educación, sanidad, vivienda y otros servicios sociales. España ha seguido una pauta similar, aunque debido al escaso desarrollo del gasto social en la dictadura franquista, durante muchos años el gasto se situó muy por debajo del de los países más avanzados. Así, por ejemplo, al final del franquismo en 1975, el gasto público en España era menos del 70 % del promedio de la OCDE y apenas llegaba al 55 % del de la actual eurozona. En cambio, el gasto en España actualmente se sitúa por encima del promedio de la OCDE, y supera ligeramente el 90 % del de la eurozona.


Si en vez del gasto, miramos el personal al servicio de la Administración Pública, las cosas son similares. En 1975, en España trabajaba para el Sector Público menos del 7 % de la población. Cuarenta años más tarde, el porcentaje de los trabajadores públicos se ha más que duplicado, equiparándose al que existe tanto en el promedio de la OCDE como en la eurozona.


Estas cifras muestran la importancia e interés del campo de estudio de la Economía Pública. También ayudan a comprender las razones de la atención que los economistas están mostrando recientemente por los temas de las Haciendas Públicas. En el caso particular de España y del resto de países integrados en la Unión Económica y Monetaria (UEM), el papel de la Hacienda Pública nacional cobra especial relevancia. Puesto que la política monetaria está básicamente en manos del Banco Central Europeo, los principales instrumentos de intervención en la economía de los que disponen los respectivos gobiernos se corresponden —además de con políticas regulatorias— con las políticas de ingresos y gastos públicos.


En este capítulo vamos a presentar qué es la Economía Pública, los enfoques de trabajo del hacendista y los temas más actuales de la investigación en esta materia.


1.La Economía Pública


1.1.EL CONTENIDO DE LA ECONOMÍA PÚBLICA


La Economía Pública estudia la intervención que la autoridad pública efectúa en una economía de mercado, fundamentalmente a través de los ingresos y gastos públicos. Trata, por tanto, de las intervenciones públicas que se llevan a cabo con ingresos y gastos, de los presupuestos donde se recogen tales gastos e ingresos, de los posibles déficits presupuestarios y de la forma de financiarlos. También considera cuál es el papel del Sector Público en una economía de mercado moderna, cómo se comportan las Administraciones Públicas y cómo se toman las decisiones públicas. Paralelamente, investiga los efectos económicos y las repercusiones distributivas de esas actuaciones públicas en el sector privado de la economía.


Las intervenciones públicas pueden ser muy diversas. Este libro no trata directamente, por ejemplo, de la regulación laboral o de la del sistema financiero. Para delimitar nuestro campo de estudio concentraremos la atención en los ingresos y gastos públicos


—del Estado,


—de las Entidades Territoriales (en España: Comunidades Autónomas, provincias y municipios), y


—del Sistema de Seguridad Social,


o sea, en los presupuestos de las Administraciones Públicas.


Esto no quiere decir, sin embargo, que la Economía Pública se aplique exclusivamente a los ingresos y gastos públicos. Un buen ejemplo es el del tratamiento público de un problema de contaminación. Para intentar resolverlo se puede usar la imposición o el gasto público, o se puede regular directamente la actividad contaminante. Los instrumentos de intervención son diversos, pero la Economía Pública influye en su diseño y aplicación. Por otro lado, las Administraciones Públicas sólo son una parte, aunque muy importante, de un Sector Público moderno; las empresas públicas —el otro componente del Sector Público— también se integran en el estudio de la Economía Pública.


1.2.LA EFICIENCIA Y LA EQUIDAD COMO OBJETIVOS ESENCIALES DE LA ECONOMÍA PÚBLICA


Los ingresos y gastos públicos implican flujos de dinero, pero a la Economía Pública no le interesa básicamente el medio con que se realizan tales ingresos y gastos. La Economía Pública estudia la elección, puesta en práctica y efectos económicos de los ingresos y gastos públicos o, de una manera más general, de buena parte de las intervenciones públicas, según unos criterios básicos de eficiencia y equidad. Estos criterios responden a dos grandes objetivos de los Sectores Públicos actuales:


a)lograr una asignación eficiente de los recursos que conduzca a un crecimiento económico equilibrado, y


b)redistribuir la renta y la riqueza de un país.


Los ingresos públicos detraen recursos del sector privado de la economía, de las empresas públicas o del resto del mundo, para usarlos en la actividad hacendística o para transferirlos a través de esa misma actividad. Los impuestos, por ejemplo, reducen, en principio, los recursos que pueden utilizar privadamente los individuos o las empresas. Así se liberan los recursos que se han de usar, por ejemplo, en la construcción de carreteras o en ofrecer los servicios del sistema judicial. O se logran los recursos que los pensionistas y los parados usarán, haciendo su propia elección de gasto, al recibir la transferencia que constituye la pensión pública de jubilación o el seguro de desempleo. Un tema de especial interés para la Economía Pública es ese trasvase de recursos, y no necesariamente los flujos financieros que se producen.


El trabajo hacendístico se dirige a investigar la eficiencia económica de esos trasvases de recursos, a comprobar si con la detracción de recursos que se realiza se reduce indebidamente el bienestar económico individual o si se disminuye la oferta de trabajo, de ahorro, o la aceptación de riesgos empresariales (en definitiva, la oferta de recursos económicos). La investigación también se extiende, desde el punto de vista básico de la eficiencia, al «hasta qué punto» hay que producir los trasvases de recursos que forman la actividad pública, y al «en qué» y al «cómo» se usan esos recursos —la elección colectiva del tamaño del Sector Público, del propio gasto público y de su eficiencia—. Todos éstos son temas que se contemplan por la Economía Pública desde el punto de vista central de la eficiencia económica, en el marco político e institucional de un Estado democrático.


Pero, al mismo tiempo, la Economía Pública contempla el tema de la distribución entre los ciudadanos de un país de esa detracción de recursos y de quiénes resultan beneficiarios de la actuación pública; de cómo se reparte el coste de la actividad hacendística y sobre quién incide verdaderamente, al igual que los beneficios de esa actuación. Estos temas se refieren a la equidad, o «justicia», con que se realizan las actuaciones públicas y, en definitiva, al grado de redistribución de los recursos —representados por la renta y la riqueza— que se pretende conseguir en la sociedad.


Con estos comentarios no pretendemos indicar que no nos interesen, por ejemplo, los efectos financieros de un déficit presupuestario o de la deuda pública que se emita para financiarlo. O que un objetivo importante de la actividad pública no sea el logro de la estabilidad macroeconómica y del pleno empleo. Hoy los Sectores Públicos son grandes, su contribución directa a la demanda final (consumo final e inversión de las Administraciones Públicas) supera el 20 % del PIB en los países de la Unión Económica y Monetaria, y su impacto indirecto a través de la renta disponible de los agentes privados se concreta en unos gastos de transferencia y una presión fiscal que en estos países se sitúan con frecuencia por encima del 25 y el 40 % del PIB, respectivamente. Junto a esta constatación de hecho —los gobiernos tienen hoy una dimensión que les permite afectar a los grandes agregados macroeconómicos—, parece también poco cuestionable que el Sector Público, en un marco definido por la existencia de ciclos económicos, de racionamiento de crédito y de desempleo debido a rigideces de precios y salarios, puede desarrollar funciones macroeconómicas, tanto de tipo estabilizador a corto plazo como orientadas a aumentar el potencial de crecimiento económico a largo plazo.


Simplemente queremos decir que los temas esenciales de la Economía Pública se refieren a la eficiencia económica y a la equidad de la actuación pública, y que en ellos nos concentraremos. A la vez nos fijaremos esencialmente en los ingresos y gastos públicos dentro del total de posibles intervenciones públicas. Esa dedicación especial no implica, sin embargo, que la Economía Pública renuncie al estudio e investigación de determinados aspectos financieros o macroeconómicos, como no renuncia al análisis de ciertas intervenciones públicas que no se realizan a través del proceso de ingreso-gasto (recuérdese el punto de los diversos instrumentos públicos utilizados para resolver problemas de contaminación).


1.3.LAS PREGUNTAS A CONTESTAR


La Economía Pública nos ofrece un análisis económico de la actuación pública en una economía de mercado que ayuda a dar respuesta a preguntas tan esenciales de una sociedad moderna como las siguientes:


1)¿Cuál es la justificación de la intervención pública en una economía de mercado?


2)Si consideramos que la actividad pública es el resultado de procesos políticos, ¿cómo hay que organizar esos procesos con eficiencia y equidad dentro de un marco de libertad?


3)¿Cómo se comportan los sectores públicos? ¿Puede ese comportamiento perjudicar a los ciudadanos, a pesar de que una intervención pública esté justificada?


4)¿Amenazan los ingresos públicos a la eficiencia y al crecimiento de la economía? ¿La presupuestación y la ejecución del gasto público responden al criterio de eficiencia económica? ¿Se distribuyen equitativamente los recursos públicos?


5)¿En qué nivel de gobierno —central, autonómico o local— se ha de desarrollar una actuación pública? ¿Cómo hay que financiar ese nivel de gobierno?


6)Dado que las economías están abiertas al exterior, ¿qué efectos internacionales hay que tener en cuenta al programar las actuaciones hacendísticas?


7)¿Cómo afecta la actividad pública, y la posible existencia de déficit público y su financiación, a la estabilidad de la economía y al pleno empleo de los recursos?


En este libro no se ofrecen contestaciones definitivas a estas preguntas de tanto calado, pero sí se explica el contenido científico de la Economía Pública con el que la reflexión sobre esos temas puede resultar ordenada por argumentos económicos adecuados. La filosofía social, la visión de la naturaleza humana y la historia son otros componentes de cualquier respuesta sensata a los grandes temas de las Haciendas Públicas.


Los temas hacendísticos, aparte de su propio contenido técnico, casi siempre dan lugar a amplias controversias sociales; se insertan de hecho en el marco político del momento. Por citar un par de casos a este respecto, es evidente el contenido político de temas tales como el del papel del Estado en la sociedad actual o el del grado de redistribución a efectuar. A la vez hay que añadir que el estudioso de la Economía Pública necesitará de otros conocimientos complementarios a los económicos como, por ejemplo, los jurídicos. Piénsese en la legislación tributaria o en la necesidad de conocer el marco institucional en el que se mueve una Hacienda Pública: desde la Constitución de la nación hasta, por ejemplo, la normativa municipal apropiada. La capacidad de coacción que tiene el Estado, presente en buena parte de la actividad pública, requiere de la regulación legal; esto resulta claro al menos desde Montesquieu y su organización del Estado con arreglo al principio de separación de poderes entre el ejecutivo, el legislativo y el judicial (Del espíritu de las leyes, 1748). De hecho, esta capacidad legal de coacción, y que seamos obligatoriamente miembros de una comunidad política son ventajas apreciables de lo público frente a las soluciones de mercado en diversos asuntos sociales y económicos. Sin embargo, esta variedad de aspectos de la actividad pública no debe llevarnos a la confusión, ni a pretender ser a la vez economistas, juristas y especialistas en ciencia política. Una división del trabajo adecuada nos lleva en este libro a considerar, fundamentalmente, el estudio económico del Sector Público.


1.4.¿QUÉ ES LA ECONOMÍA PÚBLICA?


Hay que centrarse en la idea de que la Economía Pública es Economía sustantiva del Sector Público, aunque integre necesariamente conceptos filosóficos, políticos y jurídicos de la actualidad y requiera el apoyo de técnicas cuantitativas diversas, como la econometría y la contabilidad. La teoría y la práctica de la Economía Pública forman parte del tronco común de la Economía como ciencia social. La Economía como ciencia es única, si bien en el área de la Economía Pública se centra en la adopción de decisiones colectivas sin la ayuda del mercado, en la actividad de las Administraciones Públicas y en su financiación. Estos temas, contemplados desde los prismas de la eficiencia y de la equidad, dotan de sustantividad a la Economía Pública, aunque no limitan su contenido.


2.Los enfoques de la Economía Pública


2.1.TEORÍA POSITIVA Y NORMATIVA DE LA ECONOMÍA PÚBLICA


El economista, en su investigación, ha de distinguir entre el trabajo de carácter «positivo» y el que tiene carácter «normativo», aunque no siempre es fácil efectuar tal distinción. De una manera general podemos indicar que una proposición científica «positiva» es la que se refiere a «lo que es»; la ciencia positiva estudia el «ser» de los temas considerados. Una ciencia «normativa» se ocupa del «deber ser», de las propuestas para alcanzar un fin.


Ambos enfoques coexisten en la Economía Pública. El hacendista, al realizar trabajo «positivo», intentará explicar teóricamente y con su investigación empírica el funcionamiento del Sector Público. Con su trabajo «normativo» ofrecerá recomendaciones para poder elegir las políticas públicas más adecuadas que se puedan adoptar en una situación dada, o, en otras palabras, analizará los objetivos previstos y propondrá los medios para alcanzarlos en el contexto de unas restricciones existentes. Los dos enfoques se complementan. La Economía positiva resulta necesaria para la normativa, ya que si hay que recomendar un curso de acción parece necesario conocer los efectos probables de todas las alternativas; la Economía normativa, por su lado, es una buena guía para la investigación positiva al subrayar los temas en que necesitamos un conocimiento teórico y empírico mayor.


Unos ejemplos nos ayudarán a comprender la distinción. Si pasamos revista a las importantes preguntas que una sociedad actual plantea y que la Economía Pública ayuda a contestar (véase el apartado anterior «Las preguntas a contestar»), veremos que las cuestiones 1, 2 y 5 tienen un claro tinte normativo, mientras que las restantes requieren de un enfoque investigador fundamentalmente positivo, aunque, insistimos, la separación de enfoques no es nítida a menudo.


Tomemos otro ejemplo: el del papel del economista como asesor de un gobierno sobre la política tributaria, en su trabajo, digamos, de funcionario del Ministerio de Hacienda. El hacendista tiene una obligación profesional preferente en este contexto: mostrar cómo la teoría positiva de la imposición y los resultados del análisis empírico en este campo pueden servir para elegir entre políticas impositivas diferentes. Lo mismo se puede decir respecto al análisis del gasto. El experto en Economía Pública tiene en su bagaje profesional un pequeño arsenal de análisis económicos positivos de la imposición, o del gasto, que son útiles para ese fin y que forman una parte sustancial de la Economía Pública.


En paralelo a este papel de determinar «lo que es» con el análisis positivo, el hacendista también es capaz de ayudar a elegir la «mejor» política de gasto o de impuestos que se puede desarrollar en un contexto determinado. En este campo normativo los criterios en juego son necesariamente variados y el economista en su labor de asesoramiento deberá combinarlos e intentar valorarlos. De ahí que a veces se diga que la economía normativa es más un arte que una ciencia.


A pesar de la necesidad de usar criterios diversos en la Economía Pública, el hacendista utiliza unos criterios básicos en sus análisis —eficiencia y equidad— que constituyen el eje esencial de la Economía Pública que presentamos en este libro. Las recomendaciones normativas del hacendista se formulan habitualmente con el respaldo de la Economía del Bienestar (véase el capítulo 3), aunque existen otras formulaciones teóricas como la de la Teoría normativa de la Elección Colectiva (capítulo 4), al igual que el estudio positivo del Sector Público se desarrolla aplicando la Teoría microeconómica a los temas públicos.


3.Los temas actuales de la Economía Pública


3.1.LA ESPECIALIZACIÓN ELEGIDA


La Economía Pública es un área científica con una evolución reciente muy brillante. Creemos que el catalizador fundamental de esta expansión ha radicado en la especialización temática y en los métodos de trabajo de los hacendistas. Esta especialización ha surgido del convencimiento de atender preferentemente a los aspectos microeconómicos de la política pública (eficiencia y equidad) y con menor importancia a los macroeconómicos.


En cuanto a los métodos de trabajo, un elemento esencial es la creciente utilización del instrumental matemático en el análisis teórico, aunque en este libro mantendremos las explicaciones teóricas al nivel adecuado de un manual intermedio (no pretendemos ni una introducción al tema ni un curso avanzado). En la vertiente aplicada hay que señalar el fuerte uso de los métodos econométricos y estadísticos en la contrastación empírica y en las aplicaciones prácticas.


Parece claro que el hacendista actual ha de ser un buen experto en micro-economía aplicada; un economista atento a la aplicación práctica de sus conocimientos que considere los aspectos institucionales, jurídicos, filosóficos o políticos de la Hacienda Pública como complementarios a su saber principal.


3.2.LOS TEMAS ACTUALES DE LA ECONOMÍA PÚBLICA


En una valoración de conjunto, es indiscutible que la actividad pública ha cosechado logros importantes en diversos frentes: mitigación de la pobreza, redistribución de renta a lo largo del ciclo vital, reducción del riesgo soportado por la sociedad en relación con las inestabilidades del mercado, mayor acceso a servicios básicos para la cohesión social y la acumulación de capital humano, así como integración de individuos marginados o excluidos. Por otra parte, es indudable que la labor del sector público en relación con las infraestructuras ha contribuido de forma importante a la modernización económica y social del país.


Desde comienzos de los años ochenta del siglo XX, sin embargo, en muchos ámbitos se ha venido produciendo un cambio de actitud frente a lo público, en general, y frente al funcionamiento del Estado del Bienestar en particular. En la medida en que la expansión del Sector Público ha servido para corregir fallos del mercado y proporcionar a las economías mejoras en el capital humano y en las infraestructuras, el crecimiento del Sector Público puede haber tenido efectos positivos sobre el crecimiento. De igual forma, el Estado del Bienestar ha permitido igualar oportunidades, reducir la pobreza y evitar tensiones sociales. Pese a ello, sin embargo, la intervención pública no es un bien libre para la sociedad. La redistribución de la renta, el alivio de la pobreza o la provisión de servicios públicos pueden tener dos elementos de coste. Primero, el coste de oportunidad que se asocia a los usos privados alternativos que podrían tener los recursos dedicados a usos públicos. Asimismo, la intervención del gobierno tiende a trastocar las señales de precios, la rentabilidad delas inversiones, los incentivos a la innovación y, por tanto, el dinamismo económico y el potencial de crecimiento. La evaluación cuantitativa de estos beneficios y costes es difícil, aunque existe alguna evidencia acerca del efecto sobre el crecimiento económico de los principales tipos de gastos e ingresos públicos, así como de las políticas macroeconómicas y otras políticas públicas.


Aunque no debe ignorarse el peso de los componentes ideológicos en el debate, la llamada «crisis del Estado del Bienestar» refleja, sin duda, cierta frustración de las expectativas que estimularon inicialmente la expansión de la actividad pública, y que arranca de la difícil sostenibilidad de sus prestaciones en el actual escenario de lento crecimiento y de madurez demográfica. Un síntoma del agotamiento del modelo es la constatación de que las desigualdades de renta disponible no disminuyeron apreciablemente desde los años ochenta y hasta finales del siglo XX (OCDE, 1998a). A un nivel más profundo, esta crisis es el trasunto de la actuación de tres poderosas fuerzas de cambio sobre las estructuras tradicionales del Estado del Bienestar: la situación socio-demográfica, el entorno económico internacional y los costes de eficiencia de la intervención estatal.


La sociedad sobre la que se asientan las estructuras del Estado del Bienestar tiene poco que ver con aquella que lo vio nacer y desarrollarse. En los últimos años hemos vivido acostumbrados a un nivel de desempleo elevado, el crecimiento demográfico se ha estancado como resultado de la baja natalidad y el aumento en la esperanza de vida, el núcleo familiar estable con un perceptor de rentas masculino y la mujer dedicada al trabajo doméstico tiene un peso menguante, la participación laboral de las mujeres jóvenes es elevada, se han extendido las relaciones de empleo temporales y a tiempo parcial, y la inmigración ha alcanzado cotas importantes. A todo lo cual debe añadirse que nuestras sociedades, cada vez más sofisticadas y exigentes, demandan cambios profundos en el modo de producir bienes y servicios públicos. Además de garantías de igualdad de trato y de equidad en el acceso, del Estado se demanda cada vez más un grado de eficiencia aceptable.


Los cambios en el entorno internacional tienen un nombre: globalización. Como consecuencia del abaratamiento espectacular del coste de las comunicaciones y del transporte, así como del desmantelamiento de las barreras entre mercados internos e internacionales, se han conmovido muchos parámetros económicos básicos sobre cuya base funcionaba el Estado del Bienestar tradicional. La intensificación de los intercambios de bienes y de los movimientos de capital ha mejorado sin duda la eficiencia en la asignación internacional de los recursos: hoy podemos consumir más, en mayor variedad y a menor coste. En la otra cara de esta moneda nos encontramos, sin embargo, con una serie de imperativos de cambio para el Estado del Bienestar. Los gobiernos están hoy sometidos al escrutinio de los mercados. Las bases impositivas son más móviles que nunca. La desregulación se ha impuesto como camino para lograr reducciones de costes. En la privatización se han buscado tanto mejoras en la eficiencia del sistema económico como fondos adicionales que compensen en parte las menores recaudaciones. Y en cuanto al gasto público, la globalización ha impuesto nuevas prioridades, marcadas por la necesidad de mantener y potenciar aquellos programas más directamente relacionados con la competitividad (por ejemplo, I+D e infraestructuras), así como de reorientar fondos presupuestarios para atender el nuevo desempleo creado por la globalización y facilitar la recualificación de los trabajadores afectados. En este marco, no es extraño que los gobernantes hayan fijado su atención en el gasto social, en busca de márgenes para atender los nuevos compromisos.


La tercera fuerza de cambio tiene su origen en los costes crecientes que causa el desarrollo del Estado del Bienestar y que incluyen, entre otros, las ineficiencias derivadas tanto de un sistema impositivo cada vez más gravoso, como de un defectuoso diseño de los programas de transferencia de rentas, que con frecuencia se han mostrado beligerantes con los incentivos al trabajo, al ahorro y a la asunción de riesgos. La preocupación por los efectos de una intervención pública excesiva sobre el dinamismo económico y la competitividad es creciente, en un contexto internacional de globalización de los mercados.


A comienzos del siglo XXI, el Estado del Bienestar se encuentra abocado a reformas inevitables. La globalización puede exigir recortes de gasto, en la medida que ello permitiría rebajar la presión fiscal. Sin embargo, las cosas no son tan simples. La globalización reclama el abandono de tareas poco justificadas, como la subvención de pérdidas de empresas que operan en sectores competitivos o sin futuro. Pero al mismo tiempo impone a los gobiernos otras, como las políticas activas de empleo, la promoción de actividades de I+D, o la mejora permanente de las infraestructuras de transporte, comunicaciones y medio ambiente. Asimismo, la globalización urge un reacomodo de los programas de pensiones y del seguro de desempleo, reevaluando sus efectos sobre la participación laboral y el ahorro. Pero los márgenes de holgura financiera así logrados podrían ser pequeños al lado del coste de la mayor calidad en los servicios que nuestras sociedades demandan. Sin olvidar nuevas presiones alcistas de gasto provenientes del mercado laboral (gastos de educación en formación continua), o la demanda creciente de servicios dirigidos a atender las demandas de la tercera edad y de las familias que desean compatibilizar el desarrollo de una carrera profesional de ambos cónyuges con la crianza de los hijos.


Que la creciente apertura al exterior deba traer consigo inevitablemente recortes en el peso del sector público es, por tanto, un vaticinio discutible. Y estas dudas vienen abonadas por un hallazgo empírico reciente: son precisamente los países más abiertos al exterior aquellos en los que el peso del Sector Público es mayor. La explicación que a este paradójico resultado se le ha dado es simple. Los gobiernos ofrecen a la sociedad un seguro frente a la volatilidad del sector privado (Katsimi, 1998). En la medida en que una mayor apertura e integración de los mercados implica una exposición creciente a los riesgos que emanan de las transacciones internacionales, el gasto público (especialmente en los capítulos de sueldos, compras y transferencias a familias) tiende a utilizarse en mayor grado para ofrecer seguro social (esto es, para reducir la variabilidad de las rentas) frente a las perturbaciones externas (Rodrik, 1998). Y puesto que tanto el grado de apertura al exterior como el tamaño del Sector Público son decisiones políticas de los países, esta asociación empírica tiene un corolario inquietante. Una respuesta mecánica a la globalización basada en recortes de gasto, que no preste atención a las inseguridades producidas por la globalización, podría terminar dañando las perspectivas del libre comercio. Si la ciudadanía no lograse cubrirse frente al riesgo de los shocks externos, podrían arraigar actitudes favorables a medidas proteccionistas, siempre empobrecedoras a largo plazo.


«El adelgazamiento del gobierno como objetivo de política económica carece de sentido —escribió Musgrave (1997) en una de sus obras postreras—. La cuestión es cómo mejorar su rendimiento. En algunos casos esto permitirá reducciones de gasto. En otros [...] la intervención será más costosa [...]. El gobierno debería ofrecer —esto es, garantizar y financiar— los programas necesarios, pero allí donde sea posible, la producción y el mantenimiento deberían contratarse externamente con el mejor postor. Ello, sin embargo, requiere supervisión o regulación para asegurar la calidad y el contenido del producto final.» No es fácil mejorar esta síntesis de los principios de reforma que deben poner al Estado del Bienestar al servicio del crecimiento en un mundo globalizado.


Estas ideas han cobrado nueva fuerza con el transcurso de la denominada «Gran Recesión». Por ejemplo, Piketty (2014) sostiene que es necesario inventar nuevas herramientas para gobernar el capitalismo financiero «...renovando y modernizando, profunda y permanentemente, los sistemas de impuestos y gastos, que son el corazón del Estado social moderno y que alcanzaron un grado de complejidad tal, que a veces amenaza gravemente su inteligibilidad y su eficacia socioeconómica».


Es de suma trascendencia distinguir con claridad lo sustantivo de lo accidental en la relación entre gobiernos y mercados. Lo sustantivo es la existencia de fallos del mercado y de una garantía imperfecta de los derechos de propiedad que, en presencia de grandes desigualdades, reduce el crecimiento económico y el bienestar social. La manera específica de corregir aquellos fallos y estas desigualdades es, en gran medida, un problema de gestión, tan accidental como lo son las formas organizativas. En los años de la posguerra esto se hizo mediante una forma peculiar de Estado del Bienestar: un Estado del Bienestar gastador de recursos y recaudador de impuestos, que ha acumulado ineficiencia y ha introducido notables distorsiones en la economía. Hoy resulta cada vez más evidente que el gasto directo no es la única «tecnología» al servicio del Estado del Bienestar.


De las líneas anteriores puede deducirse fácilmente que la definición del equilibrio deseable entre el sector público y el privado, junto con el diseño de instrumentos que combinen adecuadamente los objetivos de eficiencia y equidad propios de las políticas públicas, sin socavar las posibilidades de crecimiento económico, constituyen temas esenciales de la Economía Pública. En este libro, las justificaciones que se dan de la intervención pública se estudian desde una perspectiva triple:


a)La de la Teoría normativa de la Hacienda Pública (capítulo 3 de Economía Pública I).


b)La de la Teoría de la Elección Colectiva (capítulo 4 de Economía Pública I), como «estudio económico de la política», donde se subrayan los problemas de información y de incentivos que condicionan la toma de decisiones públicas, lo que da lugar a una visión crítica del comportamiento del Sector Público (frente a los «fallos» del mercado aparecen los «fallos» públicos).


c)La de considerar seriamente el coste de las intervenciones públicas, por sí mismas o a causa de su financiación —la cual forma el contenido del segundo tomo, Economía Pública II—.


En el primer tomo, Economía Pública I, con el fin de mejorar la eficiencia del gasto público se estudia la revelación de las preferencias individuales por los bienes públicos (capítulo 4), para saber mejor qué proveer, y se aplican técnicas de racionalización presupuestaria —por ejemplo, la presupuestación por objetivos de gasto— o el análisis coste-beneficio (capítulos 2, 6 y 7). En esta misma línea se inserta la investigación de determinados servicios públicos, intentando medir sus beneficios y compararlos con sus costes. Los gastos sociales (educación, sanidad, atención a la dependencia y vivienda) y los de transferencia (Seguridad Social, programas de bienestar y de redistribución de la renta), dada su importancia, han captado buena parte de la atención investigadora (capítulos 8 y 9). El Federalismo Fiscal (capítulo 5) completa el contenido de este tomo.


En Economía Pública II se estudia la teoría de la imposición y los diversos ingresos públicos (capítulo 1). Las relaciones entre eficiencia, equidad e imposición se analizan en el capítulo 2, y en el 3 se contempla el tema de la incidencia. Los capítulos 4 a 7 recogen los diversos impuestos. El capítulo 8 está dedicado a los otros ingresos públicos. Finalmente, el capítulo 9 está dedicado a la Hacienda Pública internacional.


Resumen final




	El crecimiento de la dimensión pública de las economías de mercado ha sido uno de los rasgos diferenciales del siglo XX. El interés del estudio económico del Sector Público queda asegurado por el tamaño e influencia actual de la actividad pública.


	La Economía Pública estudia las intervenciones públicas en una economía de mercado, concentrándose en los ingresos y gastos de las Administraciones Públicas (sin que olvide a las empresas públicas).





Considera:


—¿Cuál es el papel del Sector Público en una economía de mercado?


—¿Cómo se toman las decisiones públicas?


—¿Cómo se comporta el Sector Público?


—¿Cuáles son los efectos económicos y distributivos de las actuaciones públicas?




	La eficiencia y la equidad son los objetivos de los Sectores Públicos modernos en los que se fija fundamentalmente la Economía Pública (aunque no sean su centro de atención los flujos de dinero, también estudia los efectos financieros de un déficit presupuestario o de la deuda pública, o el logro de la estabilidad macroeconómica).


	La actividad pública implica una variedad de aspectos —legales, políticos, filosóficos o económicos—. Sin embargo, definimos la Economía Pública como el estudio económico del Sector Público.


	Las Teorías positivas y normativas de la Economía Pública coexisten en el trabajo de los hacendistas. La microeconomía aplicada es un elemento básico de los estudios positivos. La Economía del Bienestar es el fundamento de la Economía Pública, cuyo contenido se desarrolla en una vertiente doble, de acuerdo con:





—los aspectos de eficiencia, y


—los aspectos de equidad y redistribución.


El hacendista puede ayudar con su consejo a que estos aspectos se integren equilibradamente en la economía y en las elecciones colectivas.




	La tarea de cómo definir el equilibrio deseable entre el sector público y el privado, en un contexto marcado por la globalización, el actual tamaño de los sectores públicos y los cambios sociodemográficos (envejecimiento, cambio de los modelos familiares, etc.), constituye uno de los temas centrales de la Economía Pública.





Temas de debate


La Constitución española, en su artículo 31, exige:




	Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá carácter confiscatorio.


	El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos y su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía.


	Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la Ley.





¿Cómo cree que la Economía Pública puede ayudar en la consecución de estos principios sobre los ingresos y gastos públicos? ¿Por qué se incluye el denominado principio de legalidad en el apartado 3 del artículo?


Referencias


—Resulta de gran interés, para conocer el desarrollo histórico del pensamiento hacendístico, el capítulo 1 del Handbook of Public Economics, vol. I (editado por los profesores Auerbach y Feldstein; North-Holland, 1985), escrito por el profesor Musgrave: «A Brief History of Fiscal Doctrine». Para encontrar una reflexión sobre cuál ha sido el papel del Estado y la Hacienda Pública en el siglo XX, y una previsión sobre cuál será en el siglo XXI, puede consultarse el trabajo de Vito Tanzi: «The role of the State and Public Finance in the Next Generation», publicado en 2008 en el OECD Journal on Budgeting, vol. 8, n.° 2.


En cuanto a las revistas especializadas, podemos mencionar, de las publicadas en español:


—Hacienda Pública Española/Review of Public Economics, cuyos contenidos se pueden descargar íntegros de la red http://www.ief.es/recursos/publicaciones/revistas/hacienda_publica.aspx


—Los números publicados de la extinta De Economía Pública


y, entre las publicadas en inglés:


—Journal of Public Economics


—Public Finance


—National Tax Journal


—Public Choice


—International Tax and Public Finance


aunque las revistas de temas generales de economía incluyen frecuentemente trabajos sobre Hacienda Pública. Se pueden reseñar, dentro de este último grupo:


—Papeles de Economía Española


—American Economic Review


—European Economic Review


—Journal of Political Economy


—Economic Policy


—Investigaciones Económicas y Revista Española de Economía/Spanish Economic Review, cuya fusión dio lugar en 2010 a SERIEs, Journal of the Spanish Economic Association.


También es útil el sitio web del Instituto de Estudios Fiscales (http://www.ief.es/), donde se puede encontrar una cantidad considerable de información hacendística, incluyendo datos y documentos de trabajo teóricos y aplicados.




CAPÍTULO 2


EL SECTOR PÚBLICO Y EL PRESUPUESTO


La economía española, como la de otras naciones desarrolladas, es una economía mixta. Una parte de la actividad económica responde a principios de mercado: individuos y empresas toman decisiones de forma descentralizada, la propiedad de los recursos es privada y los precios resultan de la interacción de ofertas y demandas. Asimismo, como resultado de un largo proceso histórico, el Sector Público ha ido ganando peso en la economía. Las decisiones de asignación de recursos basadas en el principio de autoridad y la toma centralizada de decisiones se manifiestan fundamentalmente en la propiedad pública, en la legislación, en las regulaciones, en los impuestos y en los gastos públicos. La Economía Pública se ocupa de estudiar cómo las actividades del Sector Público afectan al comportamiento y al bienestar individual, cómo el propio Sector Público toma sus decisiones y cómo debería adoptarlas cuando su actuación persigue el máximo bienestar social. La Teoría de la Hacienda Pública concentra su interés en las decisiones del Sector Público que se plasman en la realización de gastos e ingresos. Estas decisiones tienen su reflejo institucional en el Presupuesto.


En el presente capítulo nos proponemos ofrecer una primera caracterización del sujeto que protagoniza la actividad económica pública: el Sector Público. En el apartado 1 trataremos el problema de la delimitación de las actividades públicas dentro de la economía nacional. ¿Qué agentes integran el Sector Público? ¿Qué actividades desarrolla éste? ¿Qué indicadores pueden utilizarse para evaluar el papel cuantitativo del Sector Público en la economía? ¿Cómo se reflejan las operaciones del Sector Público en la Contabilidad Nacional? Tras responder a estas cuestiones, el apartado 2 se dedicará al documento presupuestario. Comenzaremos definiendo el presupuesto y describiendo su contenido y las fases del proceso presupuestario, para continuar con una referencia al presupuesto por objetivos. El capítulo dedica su parte final, el apartado 3, a la utilización del déficit o el superávit público como indicador de política presupuestaria, donde se describe asimismo el marco de gobernanza fiscal de la Unión Europea, que condiciona de forma importante la política presupuestaria nacional. Nuestra referencia permanente será el caso de España, aunque, al margen de las peculiaridades institucionales, el contenido del presente capítulo es de aplicación al estudio de los sectores públicos de otras economías industrializadas.


1.El Sector Público: actividades, agentes y medición


En este apartado nos ocuparemos de caracterizar y analizar brevemente las actividades del Sector Público, los agentes que lo integran y los índices y medidas que permiten cuantificar su peso en la economía.


1.1AGENTES Y ACTIVIDADES DEL SECTOR PÚBLICO


No existe un criterio único generalmente aceptado para caracterizar y delimitar al Sector Público, de forma que en algunos casos no resulta sencillo calificar una determinada actividad como pública o como privada. Desde un punto de vista doctrinal podemos definir al Sector Público como aquella parte de la economía nacional cuyas decisiones y actividad dependen de la autoridad de los poderes públicos. Con independencia de consideraciones jurídicas —que caracterizan como públicos a aquellos agentes constituidos conforme a derecho público—, desde una perspectiva económica decimos que un agente pertenece al Sector Público si sus decisiones se basan esencialmente en el principio de autoridad, jugando el principio de mercado un papel reducido o nulo. Puesto que el principio de autoridad se puede ejercer sin necesidad de que la propiedad del capital sea pública —por ejemplo, cabría considerar como pública a una empresa de accionariado mayoritariamente privado si el gobierno tuviese atribuido el poder de regular sus precios, su política de inversiones y su gestión—, no es posible delimitar de forma precisa y operativa qué actividades y agentes constituyen el Sector Público si no recurrimos a algún tipo de convención.


Tradicionalmente, la tarea básica del Sector Público ha sido la de garantizar la administración del Estado: servicios generales de la Administración, defensa nacional, orden y justicia. A ésta se le han unido dos funciones esenciales: desarrollar la política de bienestar social y organizar servicios comunes que de otra forma no se producirían en la medida socialmente deseable (infraestructuras, sanidad, educación, etc.). Al conjunto de agentes económicos que realizan estas actividades se lo denomina Administraciones Públicas (AA.PP), Sector Público administrativo o Sector Público en sentido estricto.


La necesidad de normalizar las instituciones que integran el Sector Público en los diferentes países, para poder realizar comparaciones internacionales, ha llevado a los sistemas de Contabilidad Nacional a ocuparse de definir con precisión el concepto de Administraciones Públicas sobre la base de convenciones generalmente aceptadas. El vigente Sistema Europeo de Cuentas Nacionales y Regionales (SEC-2010) define el sector Administraciones Públicas como el conjunto de unidades institucionales cuya función principal es ofrecer bienes y prestar servicios a la comunidad y a los hogares sobre una base no de mercado, ya sea para el consumo individual (educación, salud,...) o para el consumo colectivo (administración de los asuntos públicos, defensa...),1 y redistribuir la renta y el patrimonio. Sus recursos proceden fundamentalmente de pagos obligatorios efectuados por las unidades pertenecientes a otros sectores (sociedades no financieras, instituciones financieras, hogares e instituciones sin fin de lucro al servicio de los hogares). El pago fundamental corresponde a los impuestos.


En el caso de España, las entidades o subsectores que integran el sector institucional Administraciones Públicas son cuatro:


1)Administración Central:


—Estado


—Organismos de la Administración Central


2)Administración Regional


3)Administración Local


4)Fondos de la Seguridad Social


1) El agente Estado incluye la Administración General del Estado (AGE), que se organiza funcionalmente en los departamentos ministeriales, la Administración de los Órganos Constitucionales con dotaciones diferenciadas en los Presupuestos Generales del Estado (Casa del Rey, Cortes Generales, Tribunal de Cuentas, Tribunal Constitucional, Consejo de Estado y Consejo General del Poder Judicial) y fondos sin personalidad jurídica vinculados al Estado incluidos en el artículo 2.2 de la Ley General Presupuestaria.2


Por su parte, los Organismos de la Administración Central incluyen aquellos organismos con personalidad jurídica independiente y consideración de unidades gubernamentales a efectos de las cuentas nacionales. Su forma jurídica es variada: agencias, consorcios, organismos autónomos, fundaciones públicas y otros organismos públicos. A diciembre de 2014, se incluían en esta sección 276 organismos distintos. La aparición de estas entidades (que no son exclusivas del nivel central de gobierno) tiene su origen en la necesidad de flexibilizar las normas y procedimientos que rigen el comportamiento de las Administraciones Públicas, dotándolas de mayor autonomía en el ámbito de la financiación, la contratación con proveedores y la política de personal. El objetivo final consiste en agilizar y desburocratizar la gestión pública, muy sometida a controles que, si bien son muy garantistas con los procedimientos, no siempre favorecen una gestión eficiente. Este fenómeno se ha dado en llamar, particularmente en el ámbito jurídico, «huida del Derecho Administrativo», pues tiene como consecuencia el sometimiento de las nuevas entidades, en todo o en parte, al Derecho Privado.3,4


2) El subsector de la Administración Regional se compone de los gobiernos regionales (Comunidades Autónomas), así como de las Universidades públicas transferidas y de los organismos y entidades con personalidad jurídica dependientes de los gobiernos regionales que se consideren productores de no mercado. De nuevo, se incluye aquí un conjunto muy numeroso (más de un millar) de entidades de personalidad jurídica y funciones muy variadas (agencias, consorcios, fundaciones, etc.), como consecuencia del importante grado de descentralización que caracteriza actualmente al Estado español. Téngase en cuenta que las competencias de gestión en educación, sanidad y servicios sociales —entre otras de menor importancia presupuestaria— están plenamente transferidas a las Comunidades Autónomas (CC.AA.). Es frecuente distinguir las Comunidades Autónomas en dos grupos, en función del modelo de financiación aplicable: las Comunidades forales (País Vasco y Navarra) y las de régimen común (el resto).5 Dentro de este segundo grupo cabe destacar el caso de las Islas Canarias, que cuentan con un régimen fiscal especial.


3) El subsector de la Administración Local o Corporaciones Locales es el más numeroso de todas las Administraciones Públicas, al estar compuesto por más de ocho mil unidades institucionales, que corresponden a las Diputaciones forales y provinciales, Cabildos y Consejos insulares, Ayuntamientos, Mancomunidades, Concejos, así como otras entidades de ámbito local, incluyendo las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla. Además se incluyen los Organismos y demás entes públicos con personalidad jurídica dependientes de las autoridades locales que tengan la consideración de órganos de gobierno, de acuerdo a los criterios del SEC 2010.


4) El subsector Fondos de la Seguridad Social agrupa las distintas unidades institucionales públicas, centrales y territoriales, cuya función principal consiste en gestionar las actividades ligadas al sistema de protección social en nuestro país. Aquellas unidades que desarrollan funciones típicas de la seguridad social pero son financiadas mediante impuestos generales (como la asistencia sanitaria) se clasifican junto a las unidades a las que rinden cuentas, ya sea en el gobierno central, regional o local, mientras que las unidades que desarrollan funciones de seguridad social financiadas mediante cotizaciones se clasifican en este subsector de Fondos de la Seguridad Social. Así, se integran aquí las siguientes unidades institucionales: a) Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, que incluyen el Instituto Nacional de la Seguridad Social (INSS), el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria (INGESA), el Instituto de Mayores y Servicios Sociales (IMSERSO), el Instituto Social de la Marina (ISM), la Tesorería General de la Seguridad Social (TGSS) y las Mutuas colaboradoras;6 b) Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE), organismo responsable de la gestión, desarrollo y supervisión de los programas y medidas de la política de empleo; y c) Fondo de Garantía Salarial (FOGASA), cuyo objetivo principal consiste en garantizar los salarios de los trabajadores en caso de insolvencia del empresario.


La definición del sector Administraciones Públicas hace referencia a unidades no de mercado que realizan actividades no empresariales: producciones no destinadas a la venta, y redistribución. Pero el Sector Público también puede ser propietario de empresas y realizar actividades lucrativas. Esta circunstancia hace conveniente disponer de una definición del Sector Público en sentido amplio, que comprenda, además de las Administraciones Públicas, las denominadas unidades de mercado: el Sector Público Empresarial.


En España las empresas públicas pueden ordenarse, como se puede ver en las Cuentas de las Empresas Públicas (IGAE), con arreglo a la siguiente tipología:


1)Sociedades no financieras:


—Sociedades no financieras públicas controladas por el Estado (Paradores de Turismo, Sociedad Estatal de Correos y Telégrafos, Empresa Nacional de Residuos Radiactivos, Sociedad Estatal para el Desarrollo del Diseño y la Innovación, Fundación EFE, Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado, Autoridades Portuarias, AENA, Fábrica Nacional de la Moneda y Timbre, Loterías y Apuestas del Estado, Renfe, etc.).


—Sociedades no financieras públicas controladas por las Comunidades Autónomas (Instituto Ferial de Vigo, Canal de Isabel II, Metro de Bilbao o Parque Empresarial de Sagunto, entre muchas otras).


—Sociedades no financieras públicas controladas por las Corporaciones Locales (Aguas de Cádiz, Mercado Central de Abastecimiento de Zaragoza, Cementerios de Barcelona, Sociedad Urbanística Municipal de Pozuelo de Alarcón, etc.).


2)Instituciones financieras públicas:


—Banco Central (Banco de España).


—Sociedades de Depósitos Públicas (Instituto de Crédito Oficial, etc.).


—Otros Intermediarios Financieros Públicos (Compañía Española de Financiación del Desarrollo, Fondo Euro-ICO de Capital Riesgo, etc.).


—Auxiliares Financieros Públicos (Fondo de Garantía de Depósitos de Establecimientos Bancarios, Fondo de Garantía de Depósitos de Cajas de Ahorro, Sociedad Anónima Estatal de Caución Agraria, etc.).


—Compañías de Seguro y Fondos de Pensiones Públicos (Compañía Española de Seguros de Crédito a la Exportación, Consorcio de Compensación de Seguros, etc.).


El Sector Público Empresarial está compuesto por todas aquellas unidades institucionales públicas que, según el SEC 2010, se integran en los sectores de Sociedades no Financieras y de Instituciones Financieras. Los criterios de delimitación institucional utilizados atienden exclusivamente al comportamiento económico y a la actividad realizada, y se diferencian de las Administraciones Públicas en que se financian con ingresos procedentes de sus ventas al menos en el 50 % de sus costes de producción. Adquieren el carácter público cuando son controladas por las Administraciones Públicas, es decir, cuando éstas tienen capacidad para determinar la política general de la unidad. El SEC 2010 establece un conjunto de ocho indicadores en función de los cuales se puede determinar si una sociedad es o no pública. De acuerdo con ellos, una sociedad está controlada por la Administración Pública si ésta ostenta los derechos de designación, veto o destitución del órgano ejecutivo, personal clave o principales comités de la entidad; si posee la mayoría de los derechos de voto o una acción de oro; si ostenta derechos de control mediante acuerdos contractuales o permiso para solicitar préstamos, y/o si ejerce un control efectivo a través de una regulación excesiva.


Esta enumeración de agentes ofrece una primera aproximación del papel del Sector Público en una economía de mercado. Antes de abandonar esta sección, completaremos la descripción de las actividades del Sector Público con arreglo a un doble criterio que atiende a las actividades desarrolladas y los instrumentos utilizados: carácter presupuestario o extrapresupuestario de la actividad pública y naturaleza monetaria o no monetaria de la intervención.


CUADRO 2.1. Actividades y operaciones del Sector Público






	

	Actividad presupuestaria

	Actividad extrapresupuestaria






	Operaciones monetarias

	
I.

	Gastos públicos
Ingresos públicos
Operaciones financieras

	II.

	Actividad empresarial
Gastos fiscales
Operaciones financieras






	Operaciones no monetarias

	

	

	III.

	Legislación básica
Regulación
Avales públicos







La primera categoría (I) incluye las transacciones de bienes, servicios y activos o pasivos financieros, así como las transferencias de renta y de capital realizadas por las Administraciones Públicas. El hecho de que se trate de transacciones monetarias con reflejo en el presupuesto hace que estas actividades sean las más extensamente documentadas y susceptibles de análisis cuantitativo. La segunda categoría (II) comprende actividades que dan lugar a transacciones monetarias que, salvo excepciones, no se incluyen en el presupuesto o se incluyen de forma parcial, estimativa y con no alto detalle. Éste es el caso de parte de las transacciones de activos y pasivos financieros, así como del grueso de la actividad empresarial pública y de los gastos fiscales (pérdidas de ingresos, de efectos equivalentes a los gastos públicos, derivadas de los beneficios fiscales). La última categoría (III) incluye aquellas actividades públicas más difíciles de cuantificar y evaluar, por carecer de repercusión presupuestaria y no tener generalmente reflejo monetario a corto plazo: legislación básica, regulación de la actividad económica y concesión de avales públicos. En el capítulo 3 volveremos a referirnos a la naturaleza de los instrumentos de intervención pública en la economía.


1.2.LA DIMENSIÓN DEL SECTOR PÚBLICO: ÍNDICES


¿Cuál es el peso del Sector Público dentro de la economía? Esta cuestión es tan importante para valorar el papel de la actividad pública como difícil de responder en la práctica de forma plenamente satisfactoria. El conocimiento y la medición de la importancia cuantitativa de la actividad pública vienen complicados tanto por el carácter no monetario de muchas de sus operaciones como por la falta de series estadísticas homogéneas. Este problema tiene su origen en los cambios que a lo largo del tiempo se producen en las características administrativas, institucionales y funcionales de algunos organismos de la Administración.7


Por las razones expuestas en el epígrafe precedente, los intentos de medir el peso del Sector Público en la economía tienden a centrarse en aquellas actividades con reflejo monetario más fácilmente identificables. Estas actividades son las operaciones presupuestarias de las Administraciones Públicas. Con esta referencia institucional, los dos índices agregados más empleados en las comparaciones internacionales son la relación entre los gastos no financieros totales y el Producto Interior Bruto (PIB) y la relación entre los ingresos no financieros totales y el PIB.8 Ambos índices pretenden ofrecer una idea aproximada de escala o dimensión relativa de la actividad pública en la economía. Las figuras 2.1 y 2.2 muestran la evolución de estos dos indicadores en los últimos años, tanto para España como para el conjunto de la UE. En general, los datos indican que la dimensión del sector público español es más reducida que la que corresponde a nuestros socios europeos, dado que los porcentajes que ingresos y gastos públicos representan sobre el PIB son inferiores a la media de la UE, con independencia de la fase del ciclo económico en la que nos encontremos.
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FUENTE: Eurostat Database. http://ec.europa.eu/eurostat/data/database


FIG. 2.1. Evolución del gasto público no financiero total en relación con el PIB (%). España y UE 28, 2006-2015.9
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FUENTE: Eurostat Database. http://ec.europa.eu/eurostat/data/database


FIG. 2.2. Evolución de los ingresos públicos no financieros totales en relación con el PIB (%). España y UE 28, 2006-2015.10





Por otra parte, es frecuente complementar estos indicadores de actividad no financiera con algún indicador agregado del volumen de las operaciones financieras públicas, como es la relación entre deuda pública y PIB. La figura 2.3 ofrece datos de cuál ha sido la evolución de este indicador en los últimos años en España y la UE. El aumento en el volumen de deuda pública en España ha sido muy intenso entre los años 2008 y 2012 como consecuencia de la crisis económica. La necesidad de financiar un déficit público cuantioso, que en 2009 llegó a alcanzar el 11% del PIB, explica un crecimiento que tiende a desacelerarse a partir de 2012, y que desde esa fecha sobrepasa el volumen medio de deuda de la Unión Europea.


La tosquedad de estos índices globales para caracterizar la naturaleza de la actividad desarrollada por las Administraciones Públicas sugiere la conveniencia de emplear, asimismo, índices desagregados, si se desea obtener una idea más fiel y descriptiva del quehacer de los agentes públicos.
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FUENTE: Eurostat Database. http://ec.europa.eu/eurostat/data/database


FIG. 2.3. Evolución del volumen de deuda pública sobre PIB (%). España y UE 28, 2006-2015.11





En la vertiente de los gastos, una primera desagregación es la que diferencia los gastos finales, que suponen demanda final de bienes y servicios o absorción de recursos reales por parte de las Administraciones Públicas, de los gastos de transferencia, que son entregas de recursos sin contraprestación e implican mera redistribución entre agentes económicos de rentas ya generadas. Los gastos finales pueden ser corrientes (remuneración de asalariados, consumos intermedios, etc.), y de capital o inversión pública (formación bruta de capital público y adquisiciones netas de activos no financieros no producidos). Los gastos de transferencia son, asimismo, corrientes y de capital. Dentro de las transferencias corrientes se incluyen, por convención, los pagos de intereses derivados de la deuda pública, junto a otras transferencias: a familias (por ejemplo, pensiones o subsidios de desempleo), subvenciones corrientes a empresas, y otras transferencias (cooperación internacional, premios de loterías y quinielas, o transferencias a la Iglesia católica, partidos, sindicatos y becas escolares). Las transferencias de capital son transferencias cuyo destino es la realización de inversiones.


Gastos finales = Remuneración de asalariados + Consumos intermedios + + Formación bruta de capital fijo + Transferencias sociales en especie: producción adquirida en el mercado


Gastos de transferencia = Prestaciones sociales (distintas de las transferencias sociales en especie) + Intereses + Subvenciones y ayudas + Otras transferencias


Asimismo, los ingresos totales pueden desagregarse en ingresos impositivos o fiscales —que son pagos obligatorios sin contraprestación directa— y otros ingresos. La relación entre los ingresos impositivos y el PIB recibe los nombres de presión fiscal o nivel de imposición. Para algunos fines es de interés disponer de una descomposición de la presión fiscal en los principales grupos de ingresos impositivos: impuestos directos (impuestos sobre la renta, el patrimonio), impuestos indirectos (impuestos sobre el consumo, fundamentalmente), cotizaciones sociales (recursos cuasi impositivos destinados a la financiación de la Seguridad Social)12 e impuestos sobre el capital (con frecuencia se incluyen entre los impuestos directos).


La utilización de estos índices desagregados permite ofrecer, en algunos casos con ayuda de índices complementarios, una caracterización más significativa del papel de las Administraciones Públicas. Una presentación simplificada de los principales conceptos definidos en el SEC 2010 muestra su significado atendiendo a las funciones que desarrolla como:




— Productor. Uno de los indicadores principales en este ámbito es el que proporciona el valor añadido bruto, que constituye una medida de la riqueza generada por los agentes económicos. El valor añadido puede calcularse mediante dos métodos: como suma de las retribuciones de los factores empleados en el proceso de producción, o como diferencia entre el valor de la producción de un período y el valor de los inputs incorporados en el proceso de producción. En el primer caso ha de tenerse en cuenta que, por convención, en las cuentas nacionales no se imputa coste de oportunidad al capital público (es decir, el excedente neto de explotación es cero y, por tanto, el excedente bruto es igual al consumo de capital fijo o depreciación), y tampoco existen beneficios derivados de la comercialización de los bienes y servicios, al tratarse de producciones no destinadas a la venta en el mercado. Por lo tanto, el valor añadido se obtendrá de sumar al total de salarios pagados por las Administraciones Públicas el consumo de capital fijo (depreciación). Para obtener el valor añadido de acuerdo con el segundo método se requiere una medida del valor de la producción. Sin embargo, dado que las producciones son de no mercado, no existirán precios para valorar el output. Este hecho obliga a valorar la producción al coste. A partir de aquí, el valor añadido se obtendrá por diferencia entre el coste de producción y las compras de inputs (consumos intermedios). En resumen, el valor añadido se calcula como:


Valor añadido = Remuneración de asalariados + + Excedente bruto de explotación (Consumo de capital fijo)


o bien como:


Valor añadido = Producción pública total – Consumos intermedios


Por su parte, la producción pública total o efectiva de las Administraciones Públicas coincidirá con el coste total incurrido en la producción de bienes y servicios públicos. Como se deriva de las expresiones anteriores:


Producción total = Remuneración de asalariados + Consumo de capital fijo + Consumos intermedios13


En concepto de consumos intermedios, el SEC 2010 contabiliza el valor de todos los bienes y servicios consumidos en el período para producir otros bienes y servicios. En el caso de las Administraciones Públicas, los consumos intermedios incluyen: a) bienes no duraderos (aquellos de duración normal inferior a un año) comprados en el mercado y consumidos efectivamente por las Administraciones Públicas durante el período, es decir, compras corrientes más existencias iniciales menos existencias finales;14 y b) servicios comprados fuera del sector Administraciones Públicas durante el período.15 Debe aclararse, por otra parte, que las remuneraciones salariales que forman parte de la producción final incluyen las cotizaciones sociales a cargo del empleador (Administraciones Públicas).


— Consumidor. ¿Qué parte de la producción final de la economía es absorbida o «consumida» por las Administraciones Públicas? La absorción pública de recursos, o gasto público en consumo final, viene dado por el gasto en bienes y servicios que se utilizan para satisfacer directamente las necesidades (individuales o colectivas) de la comunidad, lo que incluye tanto la producción pública como las compras efectuadas en el mercado (corrientes o de capital). El SEC 2010 emplea también el concepto de consumo final efectivo, que se refiere a las adquisiciones de bienes y servicios de consumo (corrientes, no de capital) de las AA.PP. La diferencia entre estos conceptos reside en el tratamiento de ciertos bienes y servicios financiados por las AA.PP., pero suministrados a los hogares como transferencias sociales en especie.


Gasto en consumo final = Producción – Ventas de bienes y servicios + Transferencias sociales en especie: producción adquirida en el mercado


donde:


Ventas de bienes y servicios = Producción de mercado + Producción para uso final propio + Pagos por la producción no de mercado


De acuerdo con el SEC 2010, el gasto en consumo final de las Administraciones Públicas es igual al total de su producción, más el gasto en transferencias sociales en especie adquiridas en el mercado (como, por ejemplo, conciertos sanitarios con instituciones ajenas a las Administraciones Públicas) menos las ventas de bienes y servicios.16 De esta forma, se incorporan al concepto genérico de consumo público una categoría de gastos que anteriormente formaban parte de las prestaciones sociales. Asimismo, el gasto en consumo final de las AA.PP. se divide en dos conceptos: colectivo e individual. El gasto en bienes y servicios para el consumo individual es aquel que se emplea en satisfacer las necesidades y carencias de los hogares, de tal forma que los bienes y servicios consumidos por una persona u hogar reducen la cantidad que puede ser consumida por otra/o (ésta es la característica de consumo rival a la que se hará mención en el capítulo 3). El consumo individual de las AA.PP. coincide con el importe de las transferencias sociales en especie, que incluyen gastos correspondientes a las funciones de gasto en vivienda, salud, actividades recreativas y culturales, educación y protección social. Por su parte, el gasto colectivo se destina a servicios que se prestan de forma simultánea a todos los miembros de la comunidad o de una parte de ésta (consumo conjunto o no rival), e incluye las funciones de gasto correspondientes a los servicios generales de la Administración Pública, la defensa, el orden público y la seguridad, los asuntos económicos, la protección del medio ambiente, la vivienda y servicios comunitarios y la investigación y desarrollo.


— Empleador. El papel de las AA.PP. como empleadoras de factor trabajo puede aproximarse por el valor total de los sueldos y salarios pagados o por el número de empleados a su servicio. En 2016, según la Encuesta de Población Activa, las Administraciones Públicas contaban con aproximadamente 3 millones de empleados, lo que suponía casi un 17 % de la población ocupada. Una desagregación de cierto interés puede ser medir la distribución del empleo entre diferentes administraciones. Así, en España, en el año 2015, del total de empleo público, el 18,63 % estaba en el Estado, el 59,36 % en las Comunidades Autónomas (lo que refleja el importante grado de descentralización territorial), el 20,85 % en las corporaciones locales y el 1,16 % en la Seguridad Social. Ante la falta de retribución imputada al factor capital, el papel de las Administraciones Públicas como empleadoras de capital puede aproximarse por el volumen de capital físico público (algo más del 16 % del capital neto nacional en 2012)17 o, de forma más tosca, por la formación bruta de capital público (14,2 % de la formación bruta de capital fijo de la economía en 2012).


— Redistribuidor. Una medida de la actividad de las Administraciones Públicas como transferidoras de rentas puede obtenerse como la suma de los gastos de transferencia, los gastos fiscales18 y los impuestos totales.





Además de estos papeles, las Administraciones Públicas desarrollan otros cuya cuantificación es difícil o imposible. Éste es el caso de la actividad legislativa o reguladora: tendría bastante poco sentido sumar páginas del Boletín Oficial del Estado, o el número de entidades públicas o cualquier otro indicador análogo para valorar algo tan cualitativo como la actividad productora de normas. Tampoco es fácilmente cuantificable el papel del Sector Público como asegurador de riesgos. Además de los sistemas de pensiones y los seguros de desempleo y enfermedad, la política pública ofrece una variada gama de programas con un componente asegurador en ámbitos muy diversos (por ejemplo, seguro de depósitos, seguro de cambio de moneda, seguro de crédito a la exportación o seguro de precios agrícolas). Las dificultades para cuantificar el papel del Sector Público como prestamista o prestatario de fondos en los mercados financieros son algo menores, aunque no desdeñables. Por ejemplo, la relación entre la deuda pública bruta y el PIB, que se mostraba en la figura 2.3, con tener interés, es un reflejo muy parcial de la intervención pública en los mercados financieros, que toma formas como la obtención de ingresos por señoreaje y otras fuentes de imposición implícita sobre la tenencia de activos (que analizamos en el capítulo 8 de Economía Pública II), la titularidad de activos públicos o la existencia de programas de préstamos para educación, vivienda y otras finalidades.




CUADRO 2.2. El gasto público como indicador de la descentralización en España







Las diferencias en las funciones asumidas por los distintos agentes de las Administraciones Públicas son fácilmente apreciables cuando se observa la estructura de sus gastos. En la Administración Central, la mayor parte de los ingresos se destinan a financiar servicios generales, mientras que las Comunidades Autónomas dedican casi el 60 % de sus ingresos a la financiación de sanidad y educación. Por su parte, las Corporaciones Locales registran porcentajes de gasto comparativamente más elevados en funciones como la protección medioambiental, vivienda y ocio y cultura. Como es natural, la protección social representa la inmensa mayoría del gasto de la Seguridad Social (pensiones, prestaciones por desempleo, etc.). En algunos casos, las competencias son exclusivas de una única Administración, como ocurre con la defensa, que se atribuye por completo a la Administración Central. No obstante, la mayor parte de las funciones son compartidas por varias Administraciones: en el caso de la seguridad, por ejemplo, existen cuerpos de policía dependientes tanto del Estado como de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones Locales. En la función correspondiente a protección social también se registran porcentajes de gasto no despreciables en todas las Administraciones (todas ellas participan, por ejemplo, de las políticas de servicios sociales y atención a la dependencia), y lo mismo sucede con los asuntos económicos, que entre otras partidas incluyen las subvenciones a sectores productivos como la agricultura, el transporte o la energía.


Administración Central
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Comunidades Autónomas
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Corporaciones Locales
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Seguridad Social
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FUENTE: elaboración propia a partir de IGAE (2017), Clasificación funcional del gasto por subsectores (COFOG). Datos referidos a 2015 (provisionales).





1.3.LAS CUENTAS DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS


El conjunto de indicadores que acabamos de presentar tiene una utilidad descriptiva que puede completarse con ayuda de los criterios de sistematización y normalización de la Contabilidad Nacional. La Contabilidad Nacional permite conocer cómo los sectores institucionales —Hogares, Instituciones Sin Fines de Lucro al Servicio de los Hogares, Sociedades No Financieras, Instituciones Financieras, Administraciones Públicas y Resto del Mundo— contribuyen a la formación de las macromagnitudes (PIB, consumo, ahorro, etc.).


El sistema SEC 2010 establece para cada sector diez cuentas: producción, explotación, asignación de renta primaria, distribución secundaria de la renta, redistribución de la renta en especie, utilización de renta disponible, utilización de la renta disponible ajustada, variaciones del patrimonio neto debidas al ahorro y a las transferencias de capital, adquisición de activos no financieros, y cuenta financiera. En el caso de las Administraciones Públicas, las convenciones contables restan interés informativo a las cuentas de producción y de explotación. Como ya hemos indicado, el valor de la producción total se estima por el coste de salarios y de compras (consumos intermedios) y se supone que el capital público no está remunerado, al no perseguirse fines lucrativos, aunque sí se incluye el consumo de capital fijo, con lo que el excedente bruto de explotación equivale al consumo de capital fijo (depreciación) y el excedente neto es cero. Por este motivo, la información contenida en las cuentas de producción y de explotación puede extraerse de otras cuentas. Es habitual en el caso de las Administraciones Públicas, por otra parte, presentar de forma agrupada las operaciones corrientes, por una parte, y las operaciones de capital, por otra. Como resultado de estas convenciones, la actividad económica de las Administraciones Públicas puede ser descrita por medio de tres cuentas: Cuenta de Operaciones Corrientes obtenida por consolidación de las siete primeras cuentas anteriores, la Cuenta de Capital, cuyo saldo es la capacidad o necesidad de financiación, que agrupa la cuenta de variaciones del patrimonio neto debidas al ahorro y a las transferencias de capital y la cuenta de adquisición de activos no financieros, y la Cuenta Financiera, que registra las variaciones de activos y pasivos financieros. El cuadro 2.3 presenta las dos primeras cuentas para el ejercicio 2015. Esta presentación conjunta responde a que las magnitudes representadas son operaciones no financieras. El cuadro 2.4 presenta la cuenta de operaciones financieras.


Comenzando por la Cuenta de Operaciones Corrientes, dentro de los recursos corrientes, el principal bloque de ingresos corrientes de las Administraciones Públicas es el constituido por los impuestos y cotizaciones sociales. En particular, como se puede ver en el cuadro 2.3, las principales agrupaciones de ingresos corrientes son: a) Impuestos corrientes sobre la renta y el patrimonio, b) Impuestos sobre la producción e importaciones (principalmente el IVA), c) Cotizaciones sociales, d) Rentas de la propiedad, e) Recursos de la producción y f) Otras transferencias corrientes recibidas. Las Rentas de la propiedad se componen básicamente de intereses (obtenidas principalmente de la Seguridad Social y de la cuenta corriente del Tesoro en el Banco de España), de dividendos, de otras rentas distribuidas de las sociedades (principalmente beneficios del Banco de España, y Loterías y Apuestas del Estado), y de rentas de alquileres y de la tierra, etc. Los Recursos de la producción incluyen los ingresos por ventas de la producción de mercado y para uso final propio (principalmente de ayuntamientos por abastecimiento de agua, alcantarillado, precios públicos, etc.) y los derivados de la producción no de mercado (entradas a museos, etcétera). Otras transferencias corrientes recibidas constan principalmente de los ingresos procedentes de la cooperación internacional, como las procedentes del Fondo Social Europeo, y los procedentes de multas y sanciones tributarias,




CUADRO 2.3. Cuentas de las Administraciones Públicas (consolidadas). Operaciones no financieras. España, 2015 (millones de euros)
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FUENTE: http://www.igae.pap.minhap.gob.es/cigae/Anual.aspx. Contabilidad nacional. Operaciones no financieras de las Administraciones Públicas (datos provisionales, 2015).





El bloque de empleos corrientes tiene diversos componentes. Destacan la remuneración de asalariados, los consumos intermedios, otros impuestos sobre la producción pagados (que aquí, dada su escasa importancia, se tratarán cuantitativamente dentro de los consumos intermedios), las transferencias sociales en especie a los hogares adquiridas en el mercado, las rentas de la propiedad pagadas (constituidas esencialmente por los intereses efectivos de la deuda pública), las prestaciones sociales distintas de transferencias sociales en especie (pensiones, desempleo, etcétera), otras transferencias y pagos corrientes (premios de loterías y apuestas mutuas, becas y ayudas, transferencias a partidos políticos y sindicatos, así como cooperación internacional, donde la mayor parte es la aportación a la Unión Europea en concepto de recurso PNB) y las subvenciones (transferencias a empresas públicas y privadas para el sostenimiento de precios, así como entregas a familias en concepto de subvención de intereses hipotecarios). La diferencia entre recursos corrientes y empleos corrientes es el ahorro bruto de las Administraciones Públicas. Éste es el saldo de la cuenta de operaciones corrientes, cuyo signo puede ser positivo (ahorro) o negativo (desahorro).


CUADRO 2.4. Cuenta Financiera de las Administraciones Públicas en 2015 (millones de euros)


















	Variación neta de activos financieros

	Variación neta de pasivos financieros






	Efectivo y depósitos

	1.485

	Efectivo y depósitos

	209






	Valores representativos de deuda

	-11.998

	Valores representativos de deuda

	51.212






	Préstamos

	33.880

	Préstamos

	16.041






	Participaciones en el capital y fondos de inversión

	-3.703

	Otros pasivos

	200






	Otros activos

	-6.966

	Pasivos netos contraídos

	67.662






	Adquisiciones netas de activos financieros

	12.697

	Operaciones financieras netas

	-54.965







FUENTE: www.bde.es. Banco de España. Cuentas financieras. Cuentas de operaciones financieras.


La Cuenta de Capital describe las operaciones ligadas a la inversión en activos no financieros. Los Recursos de Capital vienen dados por la suma del ahorro, los impuestos sobre el capital (fundamentalmente, el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones) y las ayudas a la inversión y otras transferencias de capital recibidas (la práctica totalidad proviene de los Fondos Estructurales de la Unión Europea).19 Estos recursos se utilizan en dos empleos de capital: la inversión pública (incluidas las Adquisiciones netas de activos no financieros no producidos) y las ayudas a la inversión y otras transferencias de capital entregadas a otros sectores como contribución a la formación bruta de capital de éstos. La diferencia entre los recursos y los empleos de capital es la capacidad o necesidad de financiación, según su signo sea positivo o negativo, respectivamente. Esta diferencia, que salda la cuenta de capital, muestra el total neto de recursos que las Administraciones Públicas tienen a su disposición para prestar (o deben pedir prestado) a otros sectores institucionales para financiar sus operaciones no financieras.


La capacidad (necesidad) de financiación de las Administraciones Públicas es el superávit (déficit) público en términos de Contabilidad Nacional. Sobre este punto volveremos en el último apartado de este capítulo.


Las cuentas que acabamos de describir se ocupan exclusivamente de las operaciones no financieras o reales de las Administraciones Públicas. Para determinados fines, puede ser de gran interés conocer, asimismo, las operaciones financieras que realizan. De esto se ocupa la llamada Cuenta Financiera, donde se registran las adquisiciones netas de activos financieros y la contracción neta de pasivos. Todas las anotaciones de gastos e ingresos tienen su contrapartida en la cuenta financiera.


La clasificación de operaciones financieras que utiliza el Banco de España, y que constituye una adaptación del sistema SEC, incluye las siguientes: Efectivo y depósitos, Valores representativos de deuda, Préstamos, Participaciones en el capital y en fondos de inversión, y Otros activos/pasivos. El saldo de esta cuenta se denomina saldo de activos (+) y pasivos (–) financieros o, en la terminología del Banco de España, operaciones financieras netas, cuya cuantía, salvo por discrepancias estadísticas,20 debe coincidir con el saldo de la Cuenta de Capital (capacidad o necesidad de financiación). El cuadro 2.4 presenta la cuenta financiera de las Administraciones Públicas españolas para el ejercicio 2015.


2.El Presupuesto del Sector Público: actividades, agentes y medición


El Sector Público necesita instrumentos de ordenación y planificación de sus actividades para lograr dos objetivos básicos:


1)Control de esas actividades, con el fin de someter las políticas de gastos e ingresos al poder legislativo que debe aprobar las leyes presupuestarias.


2)Efectividad y eficiencia, con la finalidad de racionalizar la gestión pública, permitiendo la consecución de los objetivos de política pública al mínimo coste.


Estos instrumentos tienen su ubicación natural en el presupuesto, marco jurídico y económico al que deben ajustarse los gastos e ingresos del Sector Público. En este apartado revisaremos brevemente los rasgos más sobresalientes de la institución presupuestaria, tomando como referencia ejemplos del caso español. Es importante destacar aquí que la descripción del presupuesto y el proceso presupuestario se refieren al Sector Público estatal, aunque obviamente los gobiernos subcentrales (tanto Comunidades Autónomas como Corporaciones Locales) estarán obligados a presentar sus respectivos presupuestos, que son los que ordenan la actividad pública de su competencia mediante los correspondientes ingresos y gastos. A estos efectos, conviene diferenciar la definición de Sector Público propia de la Contabilidad Nacional de la que rige en la Ley General Presupuestaria, cuyo objetivo es precisamente regular el régimen presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, intervención y de control financiero del Sector Público estatal. El Sector Público estatal se divide en tres componentes: 1) el Sector Público administrativo; 2) el Sector Público empresarial, y 3) el Sector Público fundacional. El cuadro 2.5 ilustra con más detalle los agentes que componen cada uno de estos tres subsectores.


2.1.EL PRESUPUESTO: CONCEPTO Y PROCESO PRESUPUESTARIO


El presupuesto del Sector Público ha sido definido de maneras muy diferentes: plan económico a corto plazo del gobierno, cuantificación económica de las políticas económicas del gobierno, expresión contable del plan económico del Sector Público para un período determinado, etcétera. Por su carácter descriptivo y aglutinador de las notas básicas del presupuesto público, la mejor definición es la formulada por Neumark a mitad del siglo XX. El presupuesto es —afirma Neumark— un resumen sistemático y cifrado, confeccionado en períodos regulares, de las previsiones de gastos —en principio obligatorias para el poder ejecutivo— y de las estimaciones de ingresos previstos para cubrir dichos gastos. De acuerdo con esta definición, las notas características del presupuesto son:


1)Anticipación. El presupuesto es siempre una previsión, que trata de recoger las operaciones del Sector Público en un período futuro (normalmente, el año próximo).


2)Cuantificación. Las previsiones presupuestarias están cifradas y utilizan el lenguaje contable, clasificándose con arreglo a diferentes criterios de ordenación (por órganos, por categorías económicas, por funciones y por programas). Ingresos y gastos presupuestarios están contablemente equilibrados, ya que todo gasto tiene una financiación prevista, lo cual no implica que exista equilibrio en sentido económico, pudiendo originarse déficit y superávit presupuestarios. De la medición de los desequilibrios presupuestarios nos ocupamos en el próximo apartado.




CUADRO 2.5. El Sector Público en la Ley General Presupuestaria: agentes







1.Sector Público Administrativo




	Administración General del Estado.


	Organismos Autónomos dependientes de la Administración General del Estado (Instituto de Estudios Fiscales, Parque Móvil del Estado, Biblioteca Nacional, etc.).


	Autoridades administrativas independientes (Consejo de Seguridad Nuclear, Agencia de Protección de Datos, Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, etc.).


	Universidades públicas no transferidas (UIMP y UNED).


	Entidades gestoras, servicios comunes y mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.


	Organismos y entidades estatales de derecho público, consorcios y fondos sin personalidad jurídica siempre y cuando cumplan alguna de las dos siguientes condiciones:



	Que su actividad principal consista en la producción de bienes y servicios no destinados a la venta, o que efectúen operaciones de redistribución de renta y riqueza sin ánimo de lucro.


	Que no se financien mayoritariamente con ingresos comerciales.











2.Sector Público Empresarial




	Entidades públicas empresariales.



	Realizan actividades de prestación de servicios o producción de bienes de interés público susceptibles de contraprestación económica y, aun cuando son regidos en general por el derecho privado, les resulta aplicable el derecho público en relación con el ejercicio de potestades públicas y con determinados aspectos de su funcionamiento (AENA, ADIF, Paradores de Turismo, etc.)








	Sociedades mercantiles estatales.



	Aquellas en las que la participación, directa o indirecta, en su capital social de las entidades que forman parte del Sector Público estatal, sea superior al 50 % (Loterías y Apuestas del Estado, etc.).








	Organismos y entidades estatales de derecho público, consorcios y fondos sin personalidad jurídica no incluidos en el sector público administrativo (Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria, etc.).





3.Sector Público Fundacional




	Fundaciones estatales: se constituyen con una aportación mayoritaria de la Administración General del Estado, sus organismos públicos o demás entidades del Sector Público estatal, o su patrimonio está fundado en más de un 50 % por bienes o derechos aportados o cedidos por dichas entidades (Centro Nacional de Investigaciones Cardiovasculares, Residencia de Estudiantes, etc.).








3)Obligatoriedad. El Sector Público está legalmente obligado a cumplir el presupuesto. Las autorizaciones presupuestarias para gastos tienen un carácter limitativo, y no pueden superarse salvo por circunstancias específicas legalmente previstas. Con respecto a los ingresos, las previsiones presupuestarias son estimaciones de la recaudación potencial. Los ingresos presupuestados podrán superarse o no dependiendo de la calidad de las proyecciones efectuadas.


4)Regularidad. El presupuesto se elabora y se ejecuta en intervalos regulares de tiempo. El ejercicio presupuestario tiene normalmente una duración anual.


La idea de regularidad impregna todo el proceso presupuestario, en cuyo desarrollo cronológico pueden diferenciarse cuatro etapas: 1) elaboración, 2) discusión y aprobación, 3) ejecución, y 4) liquidación y control.


La primera etapa se ha visto condicionada por las nuevas normas de gobernanza fiscal aprobadas por la Unión Europea, que entre otras cosas establecen un calendario presupuestario común para los Estados miembros de la zona euro (gracias al denominado Semestre Europeo, que se describe con más detalle en el último apartado del capítulo). De este modo, además de garantizar una mayor coordinación de la política económica de los Estados, se promueve que las recomendaciones del Consejo y de la Comisión se integren en su procedimiento presupuestario. Actualmente, en España pueden distinguirse las siguientes fases durante la etapa de elaboración:21


1) Actualización del Programa de Estabilidad. Cada año se debe presentar a la Unión Europea, preferentemente antes del 15 de abril y como muy tarde el 30 de abril, un diagnóstico de la economía española y la orientación de la política económica. Sobre la base de dicho análisis se formulan proyecciones presupuestarias a un plazo de tres años.


2) Informe de situación de la economía española. Recoge la estimación de las magnitudes económicas más relevantes que sirve para fijar los objetivos de estabilidad presupuestaria. Lo elabora el Ministerio de Economía, y tiene en cuenta las previsiones del Banco Central Europeo y la Comisión Europea. Contiene un cuadro económico de horizonte plurianual que incluye, entre otras variables, la previsión de crecimiento de la economía española.


3) Orden de elaboración de los Presupuestos Generales del Estado. El Ministerio de Hacienda publica anualmente la orden en la que se dictan las normas de elaboración de los Presupuestos Generales del Estado del ejercicio siguiente, que da inicio formal al proceso de elaboración presupuestaria. En dicho proceso participan dos tipos de comisiones: por una parte, la Comisión de Políticas de Gasto, integrada por todos los departamentos ministeriales, que es la encargada de concretar las prioridades de gasto y de proponer los criterios de asignación de las dotaciones entre las distintas políticas; por otra, las Comisiones de Análisis de Programas (CAP) —una por Ministerio—, que se constituyen en grupos de trabajo para discutir los programas de gasto y determinar sus necesidades financieras.


4) Acuerdo sobre los objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda pública y el límite de gasto no financiero del Estado. En el primer semestre de cada año, el Gobierno fija los objetivos de estabilidad y deuda pública para el conjunto del sector público administrativo y cada uno de los agentes que lo integran (Administración Central, Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales y Seguridad Social) referido a los tres ejercicios siguientes. El acuerdo se remite a las Cortes Generales para su aprobación o rechazo. Se incluye además el límite de gasto no financiero del Presupuesto del Estado para el ejercicio siguiente.


5) Aprobación del Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.22 El ministro de Hacienda eleva el anteproyecto para que el Gobierno proceda a su aprobación. El proyecto ha de remitirse a las Cortes Generales antes del 1 de octubre. Por su parte, la Comisión Europea ha de aprobar antes del 1 de diciembre un dictamen sobre el proyecto de plan presupuestario, pudiendo solicitar su revisión si constata un incumplimiento especialmente grave de las obligaciones establecidas en el Pacto de Estabilidad y Crecimiento.


Durante la etapa de discusión parlamentaria, que tiene una duración de tres meses, el presupuesto podrá recibir enmiendas y ser finalmente aprobado o devuelto al gobierno. Las enmiendas pueden ser de dos tipos: a la totalidad (proponen la devolución del proyecto de ley al gobierno o un texto alternativo) o al articulado, en este caso con ciertas limitaciones (por ejemplo, las enmiendas que aumentan las autorizaciones para realizar gastos públicos deben compensarse con una disminución de igual cuantía en el mismo centro gestor del presupuesto). La discusión se desarrolla en pleno y en comisión, primero en el Congreso, y posteriormente en el Senado, para procederse a la aprobación final en el Congreso. Si los presupuestos no se aprobaran antes del 1 de enero del ejercicio económico al que sus cifras se refieren, quedarán automáticamente prorrogados los presupuestos del período anterior.


La etapa de ejecución del presupuesto —realización de los gastos y operaciones en él autorizados— comienza el 1 de enero y se extiende a lo largo del año natural. Cada operación de gasto debe seguir un proceso en el que se distinguen esencialmente tres fases: autorización por el órgano competente, compromiso frente a terceros por importe concreto, reconocimiento de la obligación de pago y orden de pago. Pese a que el contenido de la ley de Presupuestos es de obligado cumplimiento, la ejecución presupuestaria puede modificar las cifras aprobadas en algunos casos (créditos extraordinarios, ampliaciones, suplementos, transferencias, incorporaciones de crédito y generación de créditos por ingresos, fundamentalmente). Durante el período de ejecución presupuestaria, el control del cumplimiento de las previsiones presupuestarias se realiza por órganos del propio Sector Público (control interno). En el caso de España, la Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) es el órgano encargado de las funciones de fiscalización, referidas esencialmente al control de legalidad y al control financiero y contable.


El presupuesto de cada ejercicio se liquida el 31 de diciembre, fecha que abre la última fase del ciclo presupuestario: el control externo. Antes del 31 de octubre siguiente la Intervención General deberá formar la Cuenta General del Estado, documento que se remitirá al Tribunal de Cuentas, órgano independiente del Ejecutivo y encargado de ejercer el control externo de la ejecución presupuestaria por delegación del Parlamento. Tras el examen y la comprobación de la Cuenta General —dentro de un plazo de seis meses— el pleno del Tribunal elevará a las Cámaras la oportuna propuesta, cerrándose así el proceso presupuestario, cuya duración total aproximada es de tres años. En la categoría de control externo encaja asimismo el que ejerce, a partir del año 2013, una institución de nueva creación: la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF). Creada como instrumento dentro del marco de gobernanza reforzada de la UE (remitimos de nuevo al último apartado de este capítulo), una de sus tareas consiste en la evaluación continua del ciclo presupuestario, como forma de velar por el estricto cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.


2.2.CONTENIDO DEL PRESUPUESTO: CLASIFICACIONES Y FÓRMULAS PRESUPUESTARIAS


Tradicionalmente, el presupuesto ha cumplido una función de control de las actividades del Sector Público, con el fin de garantizar que los medios proporcionados a éste por el Parlamento se utilizan conforme a la legalidad. El presupuesto tradicional es, pues, un presupuesto de medios, que muestra cómo el Sector Público gasta y en qué lo hace. En las etapas iniciales de la institución presupuestaria, que nace a finales del siglo XVIII a impulsos de la ideología liberal, la clasificación de los gastos tenía una presentación administrativa u orgánica, que mostraba el reparto de competencias de gasto por órganos gestores del Sector Público. Con posterioridad, esta clasificación ha ido completándose con otras que han contribuido a enriquecer la información disponible sobre el uso de los medios puestos a disposición del Sector Público. Entre éstas destacan la clasificación económica y la clasificación funcional y de programas, con las que se pretende definir la naturaleza económica de los gastos realizados (corrientes o de capital) y la finalidad perseguida por los mismos.


Los Presupuestos Generales del Estado elaborados en España organizan la documentación contable en dos bloques presupuestarios básicos, el de las Administraciones Públicas, cuyos créditos son de carácter limitativo, y el de las Empresas Públicas, cuyos créditos son estimativos. Los primeros son los que tienen más interés desde la perspectiva de la Economía Pública y se presentan siguiendo tres clasificaciones. La clasificación orgánica de las dotaciones consignadas en los programas de gastos (clasificados en secciones y servicios)23 y los recursos incluidos en los estados de ingresos distribuye a éstos por centros gestores, agrupados en subsectores: Estado, Organismos Autónomos, Seguridad Social y Organismos Públicos. La clasificación económica permite analizar el impacto de la actividad pública sobre la actividad económica nacional, al presentar los gastos y los ingresos agrupados en capítulos (subdivididos en artículos, conceptos y subconceptos) que pueden integrarse en la contabilidad nacional.24 Las clasificaciones funcional y de programas tienen por finalidad presentar de forma breve y expresiva la cuantía de recursos destinada a los principales propósitos u objetivos perseguidos por el Sector Público. Los Presupuestos Generales del Estado incluyen dos tipos de clasificaciones funcionales: por políticas y por grupos funcionales. La clasificación por políticas de gasto permite identificar el destino del gasto de acuerdo con las áreas de actuación del Sector Público. El Presupuesto para el 2017 distingue 26 políticas de gasto agrupadas en cuatro grandes áreas: 1) Servicios Públicos Básicos, 2) Gasto Social, 3) Actuaciones de Carácter Económico, y 4) Actuaciones de Carácter General.


La clasificación por grupos funcionales tiene la misma finalidad genérica que la anterior, de la que se diferencia por realizar una importante desagregación en funciones, subfunciones y programas. Los programas presentan recursos y actividades clasificados por objetivos. En la actualidad se sigue a efectos contables la clasificación COFOG (Classification of the Functions of Government), que está formada por diez grupos funcionales: 1) Servicios Públicos Generales, 2) Defensa, 3) Orden Público y Seguridad, 4) Asuntos Económicos, 5) Protección ambiental, 6) Vivienda y Servicios Comunitarios, 7) Salud, 8) Actividades Recreativas, Cultura y Religión, 9) Educación, y 10) Protección Social.


El presupuesto tradicional es una fórmula satisfactoria para el control de un Sector Público pequeño, al que se asignan tareas bien definidas. Para el gestor público no son relevantes la oportunidad y el fin con que se utilizan los fondos públicos. A medida que las tareas asumidas por el Sector Público aumentan en peso cuantitativo y en complejidad, la no utilización de criterios racionales tiende a introducir rigidez en las partidas presupuestarias e incentiva tácticas negociadoras que basan la elaboración del presupuesto en reglas incrementalistas. El incrementalismo presupuestario, término acuñado por Wildavsky, significa la aceptación de los gastos realizados en el año actual como base, prestándose atención tan sólo a los incrementos para el año siguiente. Es evidente que el presupuesto de medios no es la fórmula mejor para responder a demandas socioeconómicas variadas y crecientes en un contexto de escasez de recursos, ya que no tiene en cuenta los objetivos que se pretenden alcanzar.


Convertir al presupuesto en un instrumento de asignación eficiente de recursos requiere que éste se elabore como un presupuesto por objetivos. Las fórmulas de presupuestación por objetivos elaboradas desde los años sesenta han girado en torno a la idea del presupuesto por programas. El presupuesto por programas (conocido también por sus siglas en inglés, PPBS, de Planning Programming Budgeting System) persigue la eficacia a largo plazo mediante el análisis y la evaluación continuada de los programas públicos. Lo importante no es en qué se gasta o cómo se gasta, sino cuál es la eficacia relativa de los programas alternativos de gasto para alcanzar un objetivo. De aquí que sean cuestiones clave la definición de objetivos de acuerdo con las necesidades que se desean atender, la expresión de los objetivos en términos de indicadores y el desarrollo de medidas de costes y de resultados. Fijados los objetivos, esta fórmula presupuestaria se apoya en una estructura por programas acorde con aquéllos. Ejemplos de programas pueden ser la educación general básica, la investigación científica, la seguridad vial o la infraestructura de aeropuertos. El análisis de los programas de gasto debe realizarse a priori y a posteriori, sobre la base de sistemas de información contable y estadística y con la ayuda de técnicas de evaluación como la experimentación, la investigación operativa, el análisis de sistemas, la evaluación coste-efectividad y el análisis coste-beneficio, al que se dedica el capítulo 7. Por su propia esencia, un presupuesto por programas debe adaptarse al ciclo anual del presupuesto de medios, pero la consecución de objetivos puede necesitar de varios años, lo que exige estimaciones plurianuales y planes a largo plazo. En síntesis, el presupuesto por programas es un instrumento de racionalización del gasto que facilita la dirección estratégica de la actividad pública, enlazando el presupuesto anual con la planificación plurianual.


En buena parte por lo ambicioso de sus objetivos, el presupuesto por programas no ha tenido el resultado esperado en muchos países. España inició en 1983 un proceso de reforma presupuestaria conducente a la presupuestación por programas. Sin embargo, la reforma no parece haber tenido un impacto relevante en la gestión financiera del Sector Público. Entre las causas del fracaso destacan la falta de interés de la clase política por basar la negociación presupuestaria en el análisis y la evaluación, la resistencia y falta de preparación del personal encargado de la elaboración del presupuesto en términos de programas, la deficiente adaptación de los sistemas de información (no permiten conocer grados de consecución de objetivos ni costes por objetivo) y la escasa autonomía de los directivos de los centros gestores para elaborar su presupuesto. El único logro tangible de la reforma ha sido el cambio de formato del presupuesto. Se ha pasado de una clasificación orgánica a otra clasificación del gasto cuyos títulos o apartados corresponden a programas, pero cuya estructura o marco de referencia sigue siendo orgánica: los programas son el resultado de una agregación de gastos por centros más que de la asignación de recursos por objetivos.


El escaso éxito alcanzado por la mayoría de los intentos de implantar un presupuesto por programas no implica que sus objetivos hayan dejado de inspirar fórmulas presupuestarias orientadas a la eficacia. Aceptando que la mayoría de las decisiones públicas se adoptan basándose en la propia experiencia de los gestores y dentro del proceso político y administrativo, casi todos los países han introducido reformas parciales que dotan al proceso presupuestario de incentivos para el logro de una mayor racionalidad. Entre éstas destacan la aplicación de la presupuestación por objetivos tan sólo a los centros cuya misión básica es la prestación de servicios públicos, la introducción de mayor autonomía en la gestión (acompañada de la concesión de incentivos y la exigencia de responsabilidades), la mejora de los sistemas de información estadística y contable requeridos para la decisión entre alternativas y la utilización creciente de técnicas de análisis en la toma de decisiones.
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